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Prefacio


El derecho de autor desempeña un papel capital en la creación, producción y difusión 

de los conocimientos fruto de la creatividad humana asegurando la explotación lícita 

de las obras del intelecto.


Sin embargo, el derecho de autor y los derechos conexos se enfrentan hoy a nuevos 

desafíos derivados del desarrollo de la tecnología digital y de la creciente piratería.


De ahí que la Unesco, consciente de la importancia de la formación y la información 

en materia de derecho de autor y derechos conexos, centre sus esfuerzos en la promoción 

de su enseñanza a nivel universitario y promueva la investigación en esos campos. 

La creación de Cátedras Unesco de Derecho de Autor en universidades de países en 

desarrollo y países en transición en cooperación con las universidades de estos 

países, es una muestra de ello.


Un estudio reciente de la Unesco sobre la enseñanza del derecho de autor en el 

mundo muestra que dicha enseñanza aborda casi exclusivamente esta disciplina jurídica 

desde una perspectiva nacional. El estudio de los instrumentos internacionales en 

la materia es poco frecuente incluso en las universidades de países con gran experiencia 

y tradición en el derecho de autor. En nuestra aldea global, testigo de la explotación 

y difusión a través de redes mundiales de obras y prestaciones protegidas, es urgente 

convertir la enseñanza del derecho de autor en una disciplina sin fronteras.


A esta noble labor ha dedicado su tiempo, conocimientos y experiencia la profesora 

Delia Lipszyc, eminente especialista, titular de la Cátedra Unesco para la enseñanza 

del Derecho de Autor y los Derechos Conexos, en la Facultad de Derecho de la Universidad 

de Buenos Aires.


Ya en 1993 y con el fin de paliar la falta de obras generales sobre el derecho 

de autor y los derechos conexos, sobre todo en los países en desarrollo, la Unesco 

publicó el manual universitario titulado Derecho de autor y derechos conexos

que había encargado a la profesora Lipszyc. Aquel volumen de 930 páginas, editado 

primero en español y ulteriormente traducido al francés, inglés, chino, ruso y árabe, 

representó un complemento útil a la bibliografía nacional existente sobre la materia 

en los diferentes países ofreciendo una clara presentación general de los conceptos 

jurídicos y útiles indicaciones relativas a la gestión práctica de esos derechos 

en el plano nacional e internacional.


Hoy, nuevamente por encargo de la Unesco, la profesora Lipszyc redacta una obra 

que completa la precedente, que sigue siendo todavía un texto de referencia. En 

realidad, este nuevo libro es un suplemento del editado hace poco más de una década, 

que ahora se actualiza con la inclusión de los últimos acontecimientos en la materia.


Se abordan ahora el Acuerdo sobre los Aspectos de la Propiedad Intelectual relacionados 

con el Comercio (ADPIC) de la Organización Mundial del Comercio (OMC) de 1994 y 

los Tratados OMPI de diciembre de 1996, no incluidos en la obra anterior por ser 

entonces meros proyectos; asimismo, ahora se analizan aspectos que habrían de alcanzar 

su máximo interés con posterioridad, como es el caso de Internet y de las obras 

multimedia cuyo tratamiento aparece hoy insoslayable en una obra de estas características.


Dada la vigencia del manual publicado en 1993 y ya disponible en seis versiones 

lingüísticas, hemos preferido contar con un suplemento en lugar de proceder a una 

nueva edición revisada del manual considerando más ventajoso ofrecer al público 

dos obras exhaustivas y complementarias que abordaran tanto los fundamentos de base 

de la disciplina como sus acontecimientos más recientes.


Esta obra, única en su género, trata de forma pedagógica las cuestiones jurídicas 

del derecho de autor y de los derechos conexos y su problemática tanto desde el 

ámbito nacional como internacional. Por otro lado, su contenido teórico y práctico 

se ve enriquecido con el estudio de más de setenta decisiones de jurisprudencia 

de diversos países cuidadosamente seleccionadas, y cuenta con un glosario que contiene 

una centena de términos fundamentales y técnicos relativos al entorno digital.


Dado el éxito mundial alcanzado por el manual Derecho de autor y derechos 

conexos, esperamos que Nuevos temas de derecho de autor y derecho conexos

contribuirá a una formación de calidad de generaciones de juristas y estudiosos 

del tema, así como de los profesionales de las industrias de la creación y contará 

con idéntica acogida por parte de los lectores.


Quisiera por último rendir homenaje a la profesora Delia Lipszyc por el ingente 

esfuerzo que ha supuesto la redacción de esta obra, así como por su constante dedicación 

en pro de la creatividad y de la enseñanza del derecho de autor. Vaya también mi 

agradecimiento al Centro Regional para el Fomento del Libro en América Latina y 

el Caribe (Cerlalc) y a Zavalía Editor Buenos Aires por su contribución a la publicación 

de esta obra.


Milagros del Corral
Subdirectora General Adjunta de Cultura
Directora de la División 

de Arte
e Iniciativas Culturales
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	en el marco del Derecho comercial internacional. 1.3. El Acuerdo General de 
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	1.8. Los principios básicos del AADPIC. 1.8.1. La obligación básica (art. 1, §1). 1.8.2. El alcance de las obligaciones 

	(art. 1, §3). 1.8.3. Relaciones del AADPIC con los Convenios sobre propiedad 

	intelectual (art. 2). 1.8.4. Relaciones del AADPIC con los Acuerdos multilaterales 

	sobre adquisición y mantenimiento de la protección (art. 5). 1.8.5. El trato 

	nacional (art. 3). 1.8.6. El trato de la nación más favorecida (art. 4). 1.9. Las disposiciones sobre protección del derecho de autor y de los 

	derechos conexos en el AADPIC. 1.9.1. Puntos de vinculación (art. 3, §1). 1.9.2. Los puntos de vinculación en el Convenio de Berna. 1.9.3. Los puntos 

	de vinculación en la Convención de Roma. 1.9.4. Protección del derecho de autor 
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	los productores de fonogramas (art. 14, §2). 1.9.5.3. Derechos de los organismos de radiodifusión (art. 14, §3). 1.9.5.4. 

	Derecho de arrendamiento sobre las grabaciones sonoras (art. 14, §4). 1.9.5.5. 

	Duración de la protección (art. 14, §5). 1.9.5.6. Condiciones, limitaciones, 

	excepciones y reservas (art. 14, §6). 1.10. Las disposiciones sobre observancia 

	de los derechos. 1.10.1. Obligaciones generales (art. 41). 1.10.2. Procedimientos 

	y recursos civiles y administrativos (arts. 42 a 49). 1.10.3. Medidas provisionales 
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	(art. 61). 1.11. Prevención y solución de diferencias. 1.11.1. Prevención de diferencias (art. 63). 1.11.2. Solución de diferencias 

	(art. 64, §1). 1.11.3. El Entendimiento sobre Solución de Diferencias (ESD). 1.11.3.1. El Órgano de Solución de Diferencias (OSD). 1.11.3.1.1. El procedimiento. 

	1.11.3.1.2. Compensación y suspensión de concesiones. 1.11.3.1.3. Disposiciones 
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	contenidas en la norma cuestionada. 1.12.3. La iniciación del procedimiento en la OMC. 1.12.4. La solicitud de conciliación 
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	mutuamente satisfactorio. 1.12.13. Algunas reflexiones. 1.13. Disposiciones 
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	1.1. El origen del Acuerdo sobre los ADPIC (AADPIC)


	En el área del derecho de autor y los derechos conexos, el desarrollo de 

	la tecnología de los medios de reproducción, difusión y explotación de obras 

	originó, a partir de la década de 1970, un sustancial crecimiento de las industrias de productos culturales, 

	del entretenimiento y de la computación produciéndose, por un lado, una expansión 

	sin precedentes de la demanda en los mercados de esos productos y servicios 

	–que condujo a su tan mentada globalización[2]– 

	y, por el otro, un incremento del fenómeno de la piratería hasta niveles insoportables. 

	Las industrias de bienes protegidos por el derecho de autor y los derechos conexos 

	que primero se vieron beneficiadas por el comercio a escala mundial, a la vez 

	que más afectadas por el fenómeno de la piratería, fueron las de programas de 

	ordenador, de obras audiovisuales y de grabaciones sonoras.


	En un mercado globalizado, la desigualdad en el nivel de protección del derecho 

	de autor y los derechos conexos se convierte en un factor de distorsión de la 

	libre competencia, al igual que la piratería, que generalmente se centra en 

	las obras extranjeras de éxito y se ve favorecida en los países donde el nivel 

	de protección del derecho de autor es muy bajo o inexistente o ineficaz.


	1.2. La protección en el marco del Derecho comercial internacional


	Desde la conclusión del Convenio de Berna en 1886, la protección internacional 

	de las obras literarias y artísticas se llevó a cabo en el marco de los tratados 

	multilaterales sobre derecho de autor; a su vez, a partir de su adopción en 1961, la Convención de Roma sobre los derechos de los artistas intérpretes 

	o ejecutantes, los productores de fonogramas y los organismos de radiodifusión, 

	fue para los titulares de derechos conexos –junto con el Convenio “Fonogramas” 

	(Ginebra, 1971)– el instrumento básico de lucha contra la piratería de grabaciones 

	sonoras. A fines de los años setenta comenzó a exteriorizarse un cambio de criterio 

	y a enfocarse la protección en el marco del Derecho comercial internacional; 

	se consideró que la desprotección en determinado territorio o una protección 

	por debajo de determinados niveles mínimos importaba la existencia de una distorsión 

	y un obstáculo al comercio internacional. Se estimaba que una protección eficaz 

	y adecuada de los derechos de propiedad intelectual y medidas y procedimientos 

	destinados a hacer respetar estos derechos, removerían los obstáculos al comercio 

	legítimo.


	Los Estados Unidos de América, que no eran parte del Convenio de Berna –recién adhirieron en 1988, con efectos a partir del primero 

	de marzo de 1989– ni de la Convención de Roma –situación que se mantiene al 

	15 de julio de 2003– incluyeron al copyright[3] 

	en su política comercial, en cuya balanza de bienes y servicios, habitualmente 

	deficitaria, los ingresos procedentes de la exportación de productos de las 

	industrias del copyright tienen un peso considerable[4].


	A) Normas unilaterales


	Los Estados Unidos de América comenzaron a aplicar en la materia el art. 

	301 de la ley de comercio de 1974 (Trade Act of 1974)[5] 

	que permite adoptar discrecionalmente medidas de represalia. Esta norma autorizó 

	al Presidente, cuando éste determine –entre otras circunstancias– que un país 

	extranjero se ha embarcado en actos o políticas discriminatorias, injustificables 

	o irrazonables que obstaculizan o restringen el comercio de los Estados Unidos 

	de América, a suspender, retirar o eliminar la aplicación de los beneficios 

	de un acuerdo comercial con dicho país y a imponer gravámenes u otras restricciones 

	importantes a los productos y servicios del mismo, durante el tiempo que considere 

	apropiado, sin que estos productos y servicios tengan que estar necesariamente 

	relacionados con aquellos afectados por las mencionadas prácticas del país extranjero[6].


	También la Unión Europea dispone de un instrumento similar de política comercial: 

	el reglamento 2641/84 de 17 de septiembre de 1984[7] 

	mediante el cual puede tomar medidas unilaterales “contra prácticas comerciales 

	ilícitas” de otros países, aunque se estima que esta norma comunitaria puede 

	ser considerada como una reacción frente a instrumentos comparables adoptados 

	por otros países, en particular los Estados Unidos de América[8].


	B) Normas bilaterales


	En el campo de las relaciones internacionales bilaterales, durante unos pocos 

	años, sólo hasta 1991, Estados Unidos sostuvo negociaciones en materia de 

	copyright con alrededor de treinta naciones[9], 

	que dieron como resultado Tratados como los celebrados con la República de Corea, 

	con Singapur y con Indonesia con el fin de conseguir que las conductas de los 

	productores en el área del Pacífico asiático se atuvieran a normas de protección 

	de la propiedad intelectual. Igualmente concluyeron Acuerdos sobre relaciones 

	comerciales, por ejemplo, con Checoslovaquia (12 de abril de 1990), la ex-Unión 

	Soviética (1º de junio de 1990) y Mongolia (23 de enero de 1991) en los que 

	habitualmente se mencionan la protección de los derechos de propiedad intelectual 

	y todas las medidas previstas en el art. XX del GATT (sigla inglesa de General 

	Agreement on Tariffs and Trade –Acuerdo General de Aranceles Aduaneros y 

	Comercio–).


	También la Unión Europea celebró varios Acuerdos bilaterales sobre comercio 

	y cooperación comercial y económica que incluyen disposiciones en materia de 

	derecho de autor, en particular con países del centro y el este de Europa, así 

	como de la ex-Unión Soviética. Como señala von Lewinski, en el plano político 

	esto sólo fue posible después de la declaración común del 25 de junio de 1988 

	sobre el establecimiento de relaciones oficiales entre las Comunidades Europeas 

	(CE) y el Consejo de Asistencia Económica Mutua (CAEM). Entre 1988 y 1991 las 

	CE concluyeron una primera generación de esos Acuerdos con Hungría, Polonia, 

	la ex URSS, Bulgaria, la República Federativa Checa y Eslovaca y Rumania; a 

	partir de 1992 siguió la segunda generación de Acuerdos, comenzando con los 

	países bálticos, Albania y Eslovenia; los de mayor alcance son los posteriores 

	Acuerdos de asociación (llamados “Acuerdos Europeos”) concluidos con Hungría, 

	Polonia, la República Checa, la República Eslovaca, Rumania y Bulgaria, fundados 

	en el art. 238 del Tratado de la Unión Europea, que encararon la preparación 

	de la adhesión de estos países a las CE y que en materia de propiedad intelectual 

	previeron el mejoramiento de la protección hasta llevarla al nivel comunitario, 

	es decir que los países del Este debían hacer que su legislación futura fuera 

	lo más compatible posible con la legislación comunitaria[10].


	En la última década, la tendencia a incluir en los tratados de comercio internacional un capítulo sobre propiedad intelectual con normas 

	específicas sobre derecho de autor y conexos se ha incrementado, habiéndose 

	tornado habitual luego de la conclusión del Acuerdo de la OMC; por ejemplo, 

	en el área latinoamericana la mayor parte de los países han concluido tratados 

	de ese tipo con los Estados Unidos de América.


	En la actualidad el encuadre de la protección internacional del derecho de 

	autor en el marco de las convenciones de derecho comercial es una tendencia 

	novedosa; sin embargo no es nueva ya que los acuerdos bilaterales de reciprocidad, 

	muchos de los cuales formaban parte de convenios comerciales más amplios o se 

	celebraban conjuntamente con éstos fueron, a partir de la primera mitad del 

	siglo pasado, el contexto en el que se inició esa protección entre los Estados 

	europeos y también entre varios latinoamericanos.


	C) Normas multilaterales


	En el orden de las negociaciones internacionales multilaterales, los negociadores 

	comerciales estadounidenses enfocaron al GATT como un foro mucho más adecuado 

	que la OMPI por diversas razones, además de las ya señaladas, entre las cuales, 

	según Ralph Oman, ex Register of Copyrights de los Estados Unidos de 

	América, estaba que los negociadores comerciales estadounidenses no encontraban 

	en la OMPI a las personas con quienes buscaban negociar, ni a funcionarios con 

	quienes pudieran tratar un acuerdo por valor de cientos de millones de dólares, 

	sino a gente encantadora y brillante que con frecuencia eran funcionarios del 

	Ministerio de Cultura, o del Ministerio de Justicia, o de la Biblioteca Nacional, 

	o de la Oficina Nacional de Patentes, pero que no tenían la potestad de negociar 

	un Acuerdo, y en quienes, generalmente, veían a veteranos de una época pasada 

	en que las patentes, las marcas y el derecho de autor eran un oscuro remanso 

	legal. Además, para Oman, en el GATT no sólo eran los Estados Miembros los que 

	estaban en el asiento del conductor, sino que también se trataba con deferencia 

	a los países más importantes y se reconocía que no tenía sentido proponer programas 

	que los países claves no apoyarían[11].


	1.3. El Acuerdo General de Aranceles Aduaneros y Comercio (GATT)


	El GATT, que como se dijo es la sigla inglesa de General Agreement on 

	Tariffs and Trade, tuvo origen en el propósito de corregir las distorsiones 

	al libre comercio que se habían instaurado en la década de 1930. Vio la luz 

	en Ginebra el 30 de octubre de 1947, sobre la base de los fundamentos de la frustrada Organización 

	Internacional de Comercio (OIC) que debía constituir en relación con el comercio 

	internacional lo que el Banco Mundial y el Fondo Monetario Internacional –surgidos 

	de la Conferencia de Bretton Woods de 1944– representaban para el crédito y 

	las finanzas internacionales. Esta trilogía estaría destinada a conformar una 

	organización institucional que sirviera para afrontar los problemas que se iban 

	a plantear después de la Segunda Guerra Mundial sin repetir las experiencias 

	negativas que siguieron a la Primera. Pero como la conclusión del Acuerdo constitutivo 

	de la OIC se demoraba, un grupo de 23 países[12] 

	decidió llevar a cabo una Ronda de Negociaciones Arancelarias (que luego pasó 

	a conocerse como la Ronda de Ginebra de 1947) en la que firmaron un Acuerdo 

	General “de aplicación provisional”: el GATT, que entró en vigor el 1º de enero 

	de 1948.


	El objetivo fundamental del GATT, expresado en su preámbulo, fue entonces 

	negociar una reducción sustancial de los aranceles aduaneros y de los obstáculos 

	no tarifarios al comercio, así como la eliminación del trato discriminatorio 

	en materia de comercio internacional, sobre la base de la reciprocidad y de 

	mutuas ventajas. Con ello se aspiraba a abolir el proteccionismo y las economías 

	de guerra dirigidas por el Estado, promoviendo el libre intercambio de productos.


	Se trataba de un Acuerdo de naturaleza muy particular ya que, por su carácter 

	voluntario y flexible, difería de las demás instituciones de las Naciones Unidas. 

	Básicamente, el GATT de 1947 regulaba aspectos de política comercial en el tráfico 

	internacional, que las partes contratantes aplicaban “con carácter provisional”, 

	constituyendo el más importante centro de negociaciones, un código de normas 

	y un foro para discusión y resolución de los problemas comerciales de los países 

	y para entablar negociaciones con el objeto de ampliar las oportunidades de 

	comercio en el mundo. El órgano principal del GATT era la reunión de los países 

	contratantes denominada “Reunión de las Partes Contratantes”, que representaba 

	la Asamblea del organismo, sus reuniones solían ser anuales y tenía reservadas 

	las resoluciones más importantes, tales como la convocatoria a las Rondas de 

	negociación comercial, el acceso y retiro de los países Miembros, la formación 

	de uniones aduaneras y zonas de libre comercio, cuestiones relativas a las concesiones, 

	y otros temas transcendentes; si bien las decisiones se adoptaban por mayoría, 

	se trataba de que fuera por consenso. El Consejo de Representantes estaba facultado 

	para ocuparse tanto de los asuntos en trámite como de los de carácter urgente 

	entre los períodos de sesiones y se reunía unas nueve veces al año, incluyendo 

	en el orden del día temas diversos como diferencias comerciales bilaterales, 

	nuevas adhesiones, exenciones e informes de los grupos de trabajo. La Secretaría 

	del GATT estaba dirigida por un Director General. A finales de 1994 las “Partes 

	Contratantes del GATT” –como se les denominaba oficialmente– ascendían a 128 

	países[13] más doce en cuyos 

	territorios se aplicaba el Acuerdo General y que, habiendo adquirido la independencia, 

	continuaron aplicándolo de facto en espera de fijar definitivamente su 

	política comercial[14].


	El GATT celebró ocho rondas de negociaciones comerciales multilaterales: 

	1ª) Ginebra 1947 (que, como se dijo, tuvo por objeto la negociación de concesiones 

	arancelarias); 2ª) Annecy 1949 y 3ª) Torquay 1950 (ambas en Francia, orientadas 

	principalmente a la negociación de concesiones sobre nuevas adhesiones); 4ª) 

	Ginebra 1955/56; 5ª) Ronda Dillon (así llamada con motivo del impulso que recibió 

	de los Estados Unidos de América y del funcionario estadounidense de ese nombre), 

	Ginebra 1961/62; 6ª) Ronda Kennedy (en homenaje al Presidente estadounidense 

	que la impulsó), Ginebra 1963/67; 7ª) Ronda Tokio 1973/79 y 8ª) Ronda Uruguay 

	1986/93, la última de acuerdo a las prácticas del GATT, pues su sucesora, la 

	OMC, puede negociar sin recurrir a este mecanismo.


	1.4. La agenda de la Ronda Uruguay del GATT


	La Ronda Uruguay fue convocada en la reunión anual a nivel ministerial de 

	las Partes Contratantes que tuvo lugar en Punta del Este a partir del 15 de 

	octubre de 1986; después de seis días de sesiones se aprobó una agenda que iba 

	a constituir el marco de la negociación de los grandes temas de la Ronda. La 

	mayor parte de estos temas eran cuestiones inherentes al GATT, como los aranceles, 

	las salvaguardias, los mecanismos de solución de diferencias, la asimetría en 

	el tratamiento de los productos agrícolas e industriales y el congelamiento 

	y desmantelamiento del proteccionismo. Los “nuevos temas” eran las medidas de 

	inversión relacionadas con el comercio, el comercio de servicios y los derechos 

	de propiedad intelectual relacionados con el comercio y el comercio de mercancías 

	falsificadas. Cabe recordar que en las postrimerías de la Ronda Tokio se había 

	propuesto, sin éxito, la aprobación de un código contra la falsificación para 

	evitar el comercio transfronterizo de productos de marca falsificados y la piratería 

	de obras protegidas por el derecho de autor[15].


	En Punta del Este los negociadores estadounidenses pugnaron por que estos 

	temas se incluyeran en la agenda de la Ronda Uruguay; puntualizaron que su país 

	no podía “concebir ni aceptar” nuevas negociaciones sin considerar los temas 

	de la agricultura, los servicios, las inversiones y la propiedad intelectual. 

	También el representante de las CE indicó la necesidad de incluir los “nuevos 

	temas” en la negociación[16].


	1.5. El Acuerdo de la Organización Mundial del Comercio (OMC)


	Las complejas y arduas negociaciones de la Ronda Uruguay, considerada como 

	la negociación mundial más compleja que registra la historia[17] 

	insumieron más de siete años. El 15 de diciembre de 1993 los negociadores acordaron 

	un texto cuyo proceso de revisión jurídica finalizó el 31 de marzo de 1994.


	El 15 de abril de 1994 los 122 países representados en la Conferencia Ministerial 

	celebrada en Marrakech firmaron el Acta Final de más de 500 páginas en la que 

	se incorporaron los resultados de la Ronda Uruguay: las Decisiones, Declaraciones 

	y Entendimientos Ministeriales y el Acuerdo de la Organización Mundial del Comercio 

	(OMC) y sus cuatro Anexos.


	El Anexo 1 está formado por los Anexos 1A a 1C. El Anexo 1A está integrado por trece Acuerdos multilaterales sobre el comercio de 

	mercancías, el primero de los cuales es la nueva versión del GATT denominada

	GATT de 1994 que comprende: las disposiciones del GATT de 1947, las disposiciones 

	de los instrumentos jurídicos allí indicados que habían entrado en vigor en 

	el marco del antiguo GATT con anterioridad a la fecha de entrada en vigor del 

	Acuerdo sobre la OMC, seis Entendimientos relativos a la interpretación de determinadas 

	disposiciones, notas explicativas y otras precisiones.


	El Anexo 1C es el Acuerdo sobre los ADPIC y el Anexo 2 es el Entendimiento 

	relativo a las normas y procedimientos por los que se rige la solución de diferencias.


	El Acuerdo por el que se establece la OMC entró en vigor el 1º de enero de 

	1995, fecha en la cual las partes contratantes de su predecesor, el GATT de 

	1947, eran los 128 países ya mencionados. Durante 1995 el GATT de 1947 –año, 

	este último, en que como se dijo, vio la luz en Ginebra– coexistió con la OMC 

	y a partir del 1º de enero de 1996 el GATT de 1947 fue absorbido por la OMC. 

	Al 23 de abril de 2004[18] eran 

	miembros de la OMC 147 Estados[19] 

	y 30 habían sido admitidos como observadores[20]; 

	estos últimos (con excepción de la Santa Sede) deben iniciar las negociaciones 

	de adhesión en un plazo de cinco años después de obtener la condición de observador[21]. 

	Si las negociaciones sobre las solicitudes que ya han sido presentadas concluyen 

	con éxito, la OMC abarcará prácticamente todo el comercio mundial.


	A diferencia del antiguo GATT, la OMC constituye una organización internacional 

	con todos los atributos de tal, de alcance mucho más amplio al de su predecesor 

	ya que, por primera vez, se incluyen en el sistema multilateral de comercio 

	actividades como el comercio de servicios, las medidas de inversión relacionadas 

	con el comercio y la protección de la propiedad intelectual (los “temas nuevos” 

	de la agenda de la Ronda Uruguay) y tiene un sistema particular por el que se 

	rige la solución de diferencias.


	El órgano de adopción de decisiones más importante de la OMC es la Conferencia 

	Ministerial compuesta por todos los países Miembros, que se reúne por lo menos 

	una vez cada dos años (la primera tuvo lugar en Singapur, de 9 a 13 de diciembre 

	de 1996, la segunda en Ginebra, de 18 a 20 de mayo de 1998, la tercera en Seattle, 

	de 30 de noviembre a 3 de diciembre de 1999, la cuarta en Doha, de 9 a 14 de noviembre de 2001 y la quinta en Cancún, 

	de 10 a 14 de septiembre de 2003); tiene la facultad de adoptar decisiones sobre 

	todos los asuntos comprendidos en el ámbito de cualesquiera de los Acuerdos 

	Comerciales Multilaterales a petición de un Miembro, efectuado de acuerdo a 

	las prescripciones del Acuerdo de la OMC y del Acuerdo Comercial Multilateral 

	correspondiente.


	A través de varios consejos (el Consejo General, el Consejo del Comercio 

	de Mercancías, el Consejo del Comercio de Servicios y el Consejo de los ADPIC) 

	y comités, la OMC administra: a) un conjunto unificado de acuerdos (los veintiocho 

	Acuerdos que figuran en el Acta Final de la Ronda Uruguay, entre los que se 

	encuentra el AADPIC) que han sido ratificados por todos los Miembros al ratificar 

	el Acuerdo de la OMC (a diferencia del antiguo GATT que incluye muchos Acuerdos 

	colaterales importantes –por ejemplo sobre medidas antidumping y subvenciones– 

	que sólo cuentan con la participación de algunos países), y b) los cuatro Acuerdos 

	Plurilaterales que se encuentran en el Anexo 4, en particular, el Acuerdo sobre 

	el Comercio de Aeronaves Civiles y el Acuerdo sobre Contratación Pública, a 

	los cuales la adhesión es voluntaria, a diferencia de los Acuerdos Multilaterales, 

	entre los que se encuentra el AADPIC, que son de aceptación obligatoria para 

	todos los países que adhieren a la OMC. La OMC también supervisa la aplicación 

	de los importantes recortes arancelarios (del promedio de un 40%) y de la reducción 

	de las medidas no arancelarias acordados en las negociaciones.


	1.6. Propiedad intelectual y Derecho comercial internacional


	Cabe preguntarse cuáles fueron las razones por las que la propiedad intelectual 

	–una temática propia del ámbito de la Organización Mundial de la Propiedad Intelectual 

	(OMPI)– se instaló también en el GATT.


	Es probable que entre las principales haya estado la necesidad de un sistema 

	de “enforcement”, es decir, de medidas para asegurar la observancia de 

	los derechos mediante procedimientos ágiles, medidas cautelares y sanciones 

	penales, y la carencia de un procedimiento de solución de diferencias semejante 

	al del GATT; en otras palabras, el propósito de darle, como se ha dado en decir, 

	“garras y dientes” a los tratados multilaterales sobre propiedad industrial, 

	derecho de autor y derechos conexos, pues el Convenio de París, el Convenio 

	de Berna, la Convención de Roma, etcétera, sólo prevén la competencia de la 

	Corte Internacional de Justicia de La Haya para el caso de que se produzcan 

	diferencias entre dos o más Estados Partes respecto de la interpretación o de 

	la aplicación del Convenio que no se haya conseguido resolver por vía de negociación.


	La finalidad explícita de las negociaciones de la Ronda Uruguay en el campo de la propiedad intelectual fue elaborar nuevas reglas 

	destinadas a reducir distorsiones e impedimentos al comercio internacional en 

	dicha área; una finalidad paralela fue la de asegurar que medidas y procedimientos 

	para proteger los derechos de propiedad intelectual no constituyeran barreras 

	al comercio legítimo. Por último se convino que las negociaciones en el GATT 

	no debían perjudicar iniciativas paralelas que pudieran ser tomadas en la OMPI 

	y en cualquier otra parte para mejorar la protección.


	En consonancia con esas finalidades, el AADPIC establece como obligación básica de los Estados Miembros la de conceder una protección 

	mínima con el propósito expresado en las declaraciones que preceden al articulado 

	(párrafos primero y final) “de reducir las distorsiones al comercio internacional 

	y los obstáculos al mismo”, “velar por que las medidas y procedimientos destinados 

	a hacer respetar dichos derechos no se conviertan a su vez en obstáculos al 

	comercio legítimo” y “establecer unas relaciones de mutuo apoyo entre la OMC 

	y la OMPI y otras organizaciones internacionales competentes”.


	El objetivo expresado en el Acuerdo (art. 7) es que la protección y la observancia 

	de los derechos de propiedad intelectual contribuyan a la promoción de la innovación 

	tecnológica y a la transferencia y difusión de la tecnología, en beneficio recíproco 

	de los productores y de los usuarios de conocimientos tecnológicos, de modo 

	que favorezcan el bienestar social y económico y el equilibrio de derechos y 

	obligaciones.


	El AADPIC es un Acuerdo de derecho comercial aplicable a situaciones internacionales 

	que pertenece al campo del Derecho internacional público: los Estados Miembros 

	se comprometen a reconocer derechos mínimos –sustantivos y procesales– a los 

	nacionales de los demás Miembros de la OMC. Para ello podrán aplicar el método 

	que resulte adecuado “en el marco de su propio sistema y práctica jurídicos”.


	Los Estados pueden conceder una protección mayor que la exigida por el Acuerdo 

	a condición de que no infrinja las disposiciones de éste, como ocurriría, por 

	ejemplo, si una protección más amplia establecida en favor de los titulares 

	de derechos de autor no le fuera reconocida a los nacionales de los demás Miembros,

	porque se incumpliría el principio del trato nacional establecido en 

	el art. 3. Tanto este principio como el principio del trato de la nación más 

	favorecida tienen mucho arraigo en el GATT[22].


	1.7. La estructura del AADPIC


	El AADPIC –acrónimo de Acuerdo sobre los Aspectos de los Derechos de Propiedad 

	Intelectual relacionados con el Comercio, incluido el Comercio de Mercancías 

	Falsificadas– muchas veces mencionado por su sigla inglesa TRIPs (Trade Related 

	Aspects of Intellectual Property Rights, including Trade in Counterfeit Goods) 

	versa sobre materias diversas:


	

			derecho de autor y derechos conexos (arts. 9 a 14);


			marcas de fábrica o de comercio (arts. 15 a 21);


			indicaciones geográficas (arts. 22 a 24);


			dibujos y modelos industriales (arts. 25 y 26);


			patentes (arts. 27 a 34);


			esquemas de trazado (topografías) de los circuitos integrados (arts. 35 a 

	38), y


			protección de la información no divulgada (art. 39).





	Es uno de los 28 Acuerdos Multilaterales que ratifican todos los Estados 

	Miembros al ratificar el Acuerdo de la Organización Mundial del Comercio (OMC).


	1.8. Los principios básicos del AADPIC


	1.8.1. La obligación básica (art. 1, §1)


	En el art. 1, §1 del AADPIC se establece la obligación básica de los Estados 

	Miembros de la OMC: aplicar las obligaciones del Acuerdo; para ello podrán emplear 

	el método que resulte adecuado “en el marco de su propio sistema y práctica 

	jurídicos”, aunque –como se dijo– en principio esto significa que se obligan 

	a adecuar sus legislaciones nacionales incorporando la protección mínima que 

	se le debe reconocer a los nacionales de los otros Estados Miembros de la OMC.


	1.8.2. El alcance de las obligaciones (art. 1, §3)


	Los Estados deben conceder a los nacionales de los demás Miembros[23] 

	el trato previsto en el Acuerdo, debiendo entenderse por “nacionales” a las 

	personas físicas o jurídicas que cumplirían los criterios establecidos para 

	poder beneficiarse de la protección, en materia de derecho de autor, por el 

	Convenio de Berna (Acta de París, 1971) y en materia de derechos conexos, por 

	la Convención de Roma (1961)[24], 

	si todos los Estados Miembros de la OMC fueran también Miembros de esos convenios.


	En consecuencia, para la determinación de quiénes son “nacionales” (es decir, 

	quiénes son los beneficiarios del trato nacional que cada Estado Miembro concederá 

	a los “nacionales” de los demás Miembros de la OMC), se aplican los puntos de 

	vinculación establecidos, en materia de derecho de autor, en el Convenio de 

	Berna (arts. 3 y 4), y en materia de derechos conexos en la Convención de Roma 

	(arts. 4, 5 y 6). Pero en el AADPIC la referencia a la Convención de Roma sólo 

	se hace respecto de las personas protegidas (art. 1, §3), los puntos de vinculación 

	(art. 3, §1) y las “condiciones, limitaciones, excepciones y reservas” permitidas 

	(art. 14, §6) pero no al contenido de la protección porque –como se verá 

	más adelante– en materia de derechos conexos el AADPIC establece una regulación 

	autónoma de los derechos mínimos que los Miembros de la OMC se obligan a reconocer 

	a los artistas intérpretes o ejecutantes, los productores de fonogramas y los 

	organismos de radiodifusión.


	Los Estados Miembros de la OMC que también lo sean de la Convención de Roma 

	y que hayan efectuado las reservas admitidas por ésta en los arts. 5, §3 y 6, 

	§2 deberán notificarlo al Consejo de los AADPIC.


	1.8.3. Relaciones del AADPIC con los Convenios sobre propiedad intelectual 

	(art. 2)


	El art. 2 prevé en el párrafo 1 que los Miembros de la OMC deben cumplir 

	con lo dispuesto en los arts. 1 a 12 y el art. 19 del Convenio de París (1967) 

	respecto de las siguientes Partes del AADPIC: Parte II (Normas relativas a la 

	existencia, alcance y ejercicio de los derechos de Propiedad Intelectual), Parte 

	III (Observancia de los derechos de propiedad intelectual) y Parte IV (Adquisición 

	y mantenimiento de los derechos de propiedad intelectual y procedimientos contradictorios 

	relacionados).


	El mismo art. 2 establece en el párrafo 2 una cláusula de salvaguardia

	del Convenio de Berna y la Convención de Roma (al igual que del Convenio 

	de París y del Tratado sobre la Propiedad Intelectual respecto de los Circuitos 

	Integrados), al señalar que ninguna disposición de las Partes I a IV del 

	AADPIC irá en detrimento de las obligaciones que los Miembros de la OMC pueden 

	tener en virtud de los mencionados Convenios.


	De este modo se previenen interpretaciones en el sentido de que el AADPIC 

	permite que los países Miembros de la Unión de Berna o de la Convención de Roma 

	adopten normas que inferioricen las disposiciones de éstas o que las incumplan, 

	porque el Acuerdo no incide sobre el texto, la interpretación o la vigencia 

	de dichas Convenciones. Y parece conveniente insistir sobre este aspecto porque 

	el Acuerdo, en contra de ese tipo de interpretaciones, remite a las referidas 

	Convenciones para evitar volver a legislar sobre determinadas cuestiones; de 

	modo que si un país no cumple con los mínimos establecidos en el Convenio de 

	Berna (Acta de París, 1971), por ejemplo en el art. 9 respecto del derecho de 

	reproducción, incumple con el AADPIC aunque no sea parte del Convenio de Berna 

	o no haya ratificado dicha Acta de 1971; en cambio, si es parte del Convenio 

	de Berna a través del Acta mencionada y también lo es del Acuerdo de la OMC, 

	incumple ambos Tratados, aunque con consecuencias diferentes, como se 

	verá más adelante.


	1.8.4. Relaciones del AADPIC con los Acuerdos multilaterales sobre adquisición 

	y mantenimiento de la protección (art. 5)


	El art. 5 establece que los dos principios del trato nacional y del trato 

	de la nación más favorecida establecidos en los arts. 3 y 4 (vid. infra, 

	§§1.8.5 y 1.8.6) “no se aplican a los procedimientos para la adquisición y mantenimiento 

	de los derechos de propiedad intelectual, estipulados en acuerdos multilaterales 

	concertados bajo los auspicios de la OMPI”. A mayo de 1996 estos Acuerdos parecían 

	ser el Tratado de Cooperación en materia de Patentes (PCT), el Arreglo de Madrid 

	relativo al Registro Internacional de Marcas y su Protocolo, el Arreglo de La 

	Haya relativo al Depósito Internacional de Dibujos y Modelos Industriales y, 

	por lo menos, las disposiciones concernientes a registro del Arreglo de Lisboa 

	relativo a la Protección de las Denominaciones de Origen y su Registro Internacional[25].


	1.8.5. El trato nacional (art. 3)


	

			En materia de derecho de autor es un principio que tiene el mismo alcance 

	en el AADPIC que en el art. 5, §1 del Convenio de Berna: cada Estado Miembro 

	de la OMC debe conceder a los nacionales de los demás Miembros los mismos derechos 

	de autor que otorgue en su legislación interna a sus propios nacionales.



			En lo concerniente a los derechos conexos la obligación del trato nacional 

	es más restringida porque sólo se aplica a los derechos expresamente establecidos 

	en el Acuerdo.





	1.8.6. El trato de la nación más favorecida (art. 4)


	Según el principio del trato de la nación más favorecida, toda ventaja, favor, 

	privilegio o inmunidad que conceda un Estado Miembro a los nacionales de 

	cualquier otro país, se otorgará inmediata e incondicionalmente a los nacionales 

	de todos los demás Miembros de la OMC[26].


	Pero la misma norma prevé cuatro excepciones al principio del trato de la 

	nación más favorecida:


	

			cuando la ventaja, favor, privilegio o inmunidad concedidos por un Estado 

	Miembro de la OMC deriven de Acuerdos internacionales que no se refieran particularmente 

	a la protección de la propiedad intelectual;


			en los casos en que el Convenio de Berna o la Convención de Roma autorizan 

	a subordinar el trato nacional a la condición de reciprocidad material;


			en el caso de los derechos conexos respecto de los derechos que no estén 

	previstos en el Acuerdo, y


			en el caso de las previsiones en Acuerdos internacionales relativos a la 

	propiedad intelectual que hayan entrado en vigor antes que el Acuerdo de la 

	OMC, sujeto a dos condiciones: que esos Acuerdos se notifiquen al Consejo de 

	los AADPIC y que no constituyan una discriminación arbitraria o injustificable 

	contra los nacionales de los demás Miembros de la OMC.





	Henry Olsson pone de relieve que el principio de la nación más favorecida 

	es más amplio que el principio de trato nacional porque este último se aplica 

	únicamente a los derechos como tales, mientras que el primero también se aplica 

	a otras medidas relativas a la protección de la propiedad intelectual[27].


	1.9. Las disposiciones sobre protección del derecho de autor y de los 

	derechos conexos en el AADPIC


	1.9.1. Puntos de vinculación (art. 3, §1)


	Para la determinación de quiénes son “nacionales” (es decir, quiénes son 

	los beneficiarios del trato nacional que cada Estado Miembro concederá a los 

	“nacionales” de los demás Miembros de la OMC), se aplican los puntos de vinculación 

	establecidos, en materia de derecho de autor en el Convenio de Berna (arts. 

	3 y 4), y en materia de derechos conexos en la Convención de Roma (arts. 4, 

	5 y 6). Cabe destacar que –como se dijo (vid. supra, §1.8.2)– en el AADPIC 

	la referencia a la Convención de Roma sólo se hace en dos aspectos: a) respecto 

	de los puntos de vinculación de esta última, y b) en orden a las “condiciones, 

	limitaciones, excepciones y reservas” permitidas (art. 14, §6) pero no al 

	contenido de la protección porque, en materia de derechos conexos, el AADPIC 

	establece un catálogo autónomo de derechos mínimos sin referenciarlos a los 

	derechos mínimos que establece la Convención de Roma, aunque la sigue de cerca.


	1.9.2. Los puntos de vinculación en el Convenio de Berna


	a. Criterios principales (art. 3, §1 y 2): el Convenio protege a los 

	autores que sean nacionales de un país de la Unión de Berna (constituida en 

	el art. 1º del Convenio) o que tengan su residencia habitual en alguno de esos 

	países respecto de sus obras publicadas y no publicadas.


	También protege a los autores que no sean nacionales de un país de la Unión 

	ni tengan residencia habitual en alguno de esos países, respecto de las obras 

	que hayan publicado por primera vez en algunos de esos países o, simultáneamente, 

	en un país que no pertenezca a la Unión y en un país de la Unión.


	b. Criterios subsidiarios (art. 4):


	

			para las obras cinematográficas: la sede o la residencia habitual 

	del productor en alguno de los países de la Unión. Por tanto, aun cuando una 

	obra cinematográfica no haya sido publicada en alguno de los países de la Unión 

	y ninguno de sus autores sea nacional de uno de estos países ni tenga su residencia 

	habitual en uno de ellos, igualmente está protegida por el Convenio si el productor 

	es una persona jurídica que tiene su sede en un país de la Unión o si es una 

	persona natural con residencia habitual en uno de esos países. Cuando se trate 

	de coproducciones, será suficiente que uno de los coproductores tenga su sede 

	social o su residencia habitual en un país de la Unión;


			para las obras arquitectónicas: la edificación en un país de la Unión;


			para las obras de artes gráficas y plásticas: su incorporación a un 

	inmueble sito en un país de la Unión.





	c. Concepto de país de origen de la obra (art. 5, §4):


	

			para las obras publicadas, es el de la primera publicación; cuando 

	se trate de obras publicadas simultáneamente en varios países de la Unión que 

	admitan términos de protección diferentes, es aquél de entre ellos que conceda 

	el término de protección más corto;


			para las obras publicadas simultáneamente en un país que no pertenezca 

	a la Unión y en un país de la Unión, es este último;


			para las obras no publicadas y para las obras publicadas por primera 

	vez en un país que no pertenezca a la Unión (sin publicación simultánea 

	en un país de la Unión) es el país de la Unión al que pertenezca el autor.

		Se exceptúan: i) las obras cinematográficas cuyo productor tenga 

	su sede o residencia habitual en un país de la Unión, pues éste será el país 

	de origen; ii) las obras arquitectónicas edificadas en un país de la 

	Unión, y iii) las obras de artes gráficas y plásticas incorporadas a 

	un inmueble sito en un país de la Unión, pues éste será el país de origen.





	1.9.3. Los puntos de vinculación en la Convención de Roma


	a. Respecto de los artistas intérpretes o ejecutantes (art. 4) en 

	todos y cada de los tres casos siguientes: i) cuando la interpretación o ejecución 

	se realice en el territorio de otro Estado Contratante; ii) cuando la 

	interpretación o ejecución sea fijada en un fonograma protegido en virtud 

	del art. 5 de la Convención; iii) cuando la interpretación o ejecución no 

	fijada en un fonograma sea radiodifundida en una emisión protegida en virtud 

	del art. 6 de la Convención.


	b. Respecto de los productores de fonogramas (art. 5) en todos y cada 

	uno de los tres casos siguientes: i) cuando el productor sea nacional 

	de otro Estado Contratante; ii) cuando la primera fijación se hubiera 

	efectuado en otro Estado Contratante; iii) cuando la primera publicación

	se hubiere realizado en otro Estado Contratante. Se adopta el criterio de 

	la publicación simultánea: cuando un fonograma hubiere sido publicado 

	por primera vez en un Estado no Contratante pero lo hubiere sido también, dentro 

	de los treinta días subsiguientes, en un Estado Contratante, se considerará 

	publicado por primera vez en este último.


	c. Respecto de los organismos de radiodifusión (art. 6) se establecen 

	dos condiciones, de las cuales al menos una se deberá cumplir para que los Estados 

	Contratantes concedan a los organismos de radiodifusión igual trato que a los 

	nacionales: i) que el domicilio legal del organismo de radiodifusión 

	esté situado en otro Estado Contratante, y ii) que la emisión haya sido 

	transmitida desde una emisora situada en otro Estado Contratante. Los Estados 

	Contratantes pueden exigir que concurran ambas condiciones.


	1.9.4. Protección del derecho de autor (arts. 9 a 13)


	En materia de derecho de autor, la protección mínima que los Estados deben 

	observar se establece –como se dijo– en una regla general de remisión al Convenio 

	de Berna –la que es objeto de una muy importante excepción que determina un 

	“Berna menos”– y en varias normas particulares que importan un “plus 

	Berna”.


	1.9.4.1. La regla general


	De acuerdo al art. 9, §1, los Estados Miembros de la OMC deberán cumplir 

	los arts. 1 a 21 del Convenio de Berna –Acta de París, 1971– y, en los casos 

	en que resulte aplicable, el régimen preferencial para los países en desarrollo 

	que consta en el Anexo[28] a 

	dicha Acta. En consecuencia, los Estados Miembros, sean o no parte del Acta 

	de 1971 del Convenio de Berna, deberán aplicar las normas mencionadas a los 

	“nacionales” de todos los demás Miembros de la OMC (sean o no Parte de dicha 

	Acta).


	Como era de prever, esta disposición tuvo por efecto la adhesión a dicha 

	Acta de París tanto de países que ya formaban parte de la Unión de Berna a través 

	de un Acta anterior (por ejemplo, Argentina y Canadá), como de varios que aún 

	estaban fuera. En efecto, los países Miembros de la OMC, sean o no Parte del 

	Acta de París del Convenio de Berna, deberán ajustar su legislación interna 

	a los mínimos convencionales de Berna; de este modo se producirá una armonización 

	prácticamente universal de las legislaciones internas sobre derecho de autor 

	y derechos conexos en los niveles mínimos fijados en el Acta de París del Convenio 

	de Berna y en las disposiciones particulares del AADPIC en materia de derecho 

	de autor y derechos conexos (arts. 9, §2 y 10 a 14) y de observancia de estos 

	derechos según las previsiones de la Parte III (arts. 41 a 61).


	Si un país Miembro de la OMC no acuerda a los “nacionales” de los demás Estados 

	Miembros esa protección mínima, es aplicable el Entendimiento sobre solución 

	de diferencias establecido en el Anexo 2 del Acuerdo de la OMC al que nos referimos 

	más adelante.


	1.9.4.1.1. Los principios básicos de protección en el Convenio de Berna


	La protección que dispensa el Convenio se basa en los principios del trato 

	nacional (art. 5, §1), de la independencia de la protección (art. 5, §2), de 

	la protección mínima (art. 5, §1, in fine) y en la protección automática 

	(o ausencia de formalidades) (art. 5, §2).


	a. El trato nacional (o asimilación de la obra extranjera a la nacional). 

	La ley aplicable a las obras protegidas en virtud del Convenio es la ley del 

	país de la Unión donde se reclama la protección; en consecuencia las obras unionistas 

	recibirán el mismo trato que las nacionales, sin sujeción a reciprocidad (art. 

	5, §1): “Los autores gozarán, en lo que concierne a las obras protegidas en 

	virtud del presente Convenio, [...] de los derechos que las leyes respectivas 

	conceden en la actualidad o concedan en lo sucesivo a los nacionales [...]”.


	Como se dijo, la posibilidad de subordinar el trato nacional a condición 

	de reciprocidad está excluida del Convenio, salvo en cinco casos precisos: 1) 

	en el art. 2, §7, respecto de las obras de artes aplicadas, cuando en un país 

	una obra está protegida únicamente como modelo o diseño industrial y no goza 

	de la protección del derecho de autor, en los demás países de la Unión sólo 

	se puede reclamar la protección especial instituida para los diseños y modelos 

	industriales; 2) en el art. 6 que prevé la posibilidad de restringir la protección 

	con respecto a determinadas obras de nacionales de algunos países que no pertenezcan 

	a la Unión; 3) en el art. 7, §8, respecto del plazo de duración, cuando la legislación 

	del país donde se reclama la protección establece plazos superiores a los mínimos 

	convencionales, a menos que la legislación de ese país no disponga otra cosa, 

	la duración no excederá del plazo fijado en el país de origen de la obra; 4) 

	en el art. 14 ter, §2, respecto del droit de suite, y 5) en el del art. 

	30, §2, b) in fine, según el cual, en caso de que un país desarrollado 

	extraño a la Unión adhiera al Convenio acogiéndose al régimen llamado “de los 

	diez años” en materia de traducciones en un idioma de uso general en ese país, 

	todos los países estarán facultados para aplicar una protección equivalente 

	a la que aquél aplique.


	b. La independencia de la protección. La extensión de la tutela es 

	la otorgada por el país donde se reclama la protección, con independencia de 

	la amplitud que tenga la ley del país de origen de la obra (art. 5, §2): “El 

	goce y el ejercicio de estos derechos [...] son independientes de la existencia 

	de protección en el país de origen de la obra. Por lo demás, sin perjuicio de 

	las estipulaciones del presente Convenio, la extensión de la tutela así como 

	los medios procesales acordados al autor para la defensa de sus derechos se 

	regirán exclusivamente por la legislación del país en que se reclama la protección”.


	c. La protección mínima. En virtud del principio del trato nacional, 

	la ley aplicable es la del país donde se reclama la protección; pero como las 

	legislaciones nacionales presentan divergencias notorias, el Convenio establece 

	algunas prerrogativas mínimas con la finalidad de mitigar esas diferencias y 

	asegurar la eficacia de la protección (como se expresa en su Preámbulo, el objetivo 

	del Convenio de Berna es “proteger del modo más eficaz y uniforme posible los 

	derechos de los autores sobre sus obras literarias y artísticas”). Cuando la 

	ley interna de un país de la Unión no alcanza los mínimos prescritos por el 

	Convenio, éste suple la omisión mediante una reglamentación común, un conjunto 

	de disposiciones uniformemente aplicables. Para las obras unionistas, entonces, 

	los mínimos que prevé el Convenio se acumulan al derecho interno que se aplica 

	a las obras nacionales. Dicho de otro modo, cuando las disposiciones del derecho 

	interno no alcanzan los derechos mínimos garantizados iure conventionis, 

	son completadas con éstos (art. 5, §1): “Los autores gozarán [...] en los países 

	de la Unión [...] de los derechos que las leyes respectivas conceden en la actualidad 

	o concedan en lo sucesivo a los nacionales, así como de los derechos especialmente 

	establecidos por el presente Convenio”.


	Las normas que aseguran la protección mínima son las concernientes a las

	obras protegidas (art. 2); a los derechos reconocidos: el derecho 

	moral (art. 6 bis) y los derechos patrimoniales –de reproducción, 

	incluido el derecho de grabación de obras musicales (art. 9), de traducción 

	(art. 8), de adaptación, arreglos y otras transformaciones (art. 12), de representación 

	pública y de ejecución pública (art. 11), de recitación pública (art. 11 ter), 

	de radiodifusión (art. 11 bis), los derechos relativos a las obras cinematográficas 

	(arts. 14 y 14 bis) y el droit de suite (art. 14 ter)–, a la duración 

	de la protección (art. 6 bis, §2 y art. 7) y al derecho a obtener medidas 

	cautelares (art. 16). El Convenio también estipula las limitaciones admitidas

	(art. 2, §8; art. 2 bis; art. 9, §2; arts. 10 y 10 bis; art. 11 bis, §§2 

	y 3; art. 13, §1, y art. 30, §2, b) y el derecho a solicitar medidas cautelares 

	(art. 16).


	d. La protección automática (o ausencia de formalidades). La protección 

	se concederá sin supeditarla al cumplimiento de formalidades establecidas en 

	las legislaciones nacionales como condición para la existencia o el ejercicio 

	del derecho (art. 5, §2: “El goce y el ejercicio de estos derechos no estarán 

	subordinados a ninguna formalidad [...]”).


	1.9.4.2. La excepción a la regla general (el “Berna menos”)


	Es el art. 6 bis del Convenio de Berna en el que se protegen el derecho moral 

	y “los derechos que se derivan del mismo”. Dicho art. 6 bis establece en el 

	§1 el contenido del derecho moral; sólo se lo protege iure conventionis

	en los siguientes aspectos básicos: el derecho del autor de reivindicar 

	la paternidad de la obra, de oponerse a cualquier deformación, mutilación u 

	otra modificación de la misma y a cualquier atentado a la misma que cause perjuicio 

	a su honor o a su reputación. En el §2 establece la duración del derecho moral 

	después de la muerte del autor: “por lo menos hasta la extinción de sus derechos 

	patrimoniales”. Sin embargo, los países cuya legislación en vigor en el momento 

	de la ratificación o de la adhesión al Acta de París no contenga disposiciones 

	relativas a la protección del derecho moral después de la muerte del autor, 

	tienen la facultad de establecer que alguno o algunos de esos derechos no serán 

	mantenidos después de la muerte del autor.


	De modo que la protección del derecho moral quedó fuera del AADPIC y, en consecuencia, si un país no aplica el art. 6 bis del Convenio 

	de Berna que consagra la protección del derecho moral del autor y “los derechos 

	que se derivan del mismo”, no incumple con dicho Acuerdo y, por lo tanto, no 

	se podrá aplicar el Entendimiento sobre solución de diferencias, pero el 

	art. 6 bis y “los derechos que se derivan del mismo” rigen plenamente entre 

	los Estados Miembros del Convenio de Berna en cumplimiento de éste, cuya aplicación 

	ha quedado expresamente salvaguardada por el art. 2, §2 del AADPIC (vid. supra, 

	§1.8.3) y porque, entre los países de la Unión de Berna, el AADPIC es un Arreglo 

	particular en los términos del art. 20 del Convenio de Berna el cual sujeta 

	la posibilidad de que se adopten tales Arreglos a que estos cumplan con alguna 

	de las dos condiciones siguientes: conferir a los autores derechos más amplios 

	que los concedidos por el Convenio de Berna o contener otras estipulaciones 

	que no sean contrarias a éste[29].


	En cuanto a la expresión “y los derechos que se derivan del mismo”, el AADPIC 

	no especifica cuáles son estos derechos, pero se presume que son todas las menciones 

	al derecho de paternidad y de integridad que se hacen en el Convenio de Berna, 

	por ejemplo, al admitir ciertas limitaciones, como en el art. 10, §3 (citas, 

	ilustración de la enseñanza), en el art. 11 bis, §2 (licencias no voluntarias 

	de radiodifusión) y en el art. IV, §3 del Anexo (licencias no voluntarias de 

	traducción y de reproducción para países en desarrollo)[30].


	1.9.4.3. Elementos no protegidos


	El art. 9 del AADPIC se completa con un principio general de protección de 

	las obras: que el derecho de autor protege las creaciones formales y no las 

	ideas, procedimientos, métodos y conceptos en sí. Este principio no aparece 

	explícitamente en el Convenio de Berna, aunque desde hace mucho tiempo existe 

	una generalizada coincidencia al respecto.


	1.9.4.4. Las normas particulares (el “plus Berna”)


	1.9.4.4.1. Programas de ordenador (art. 10, §1)


	Ya sea que se trate de programas fuente o de programas objeto, los programas 

	de ordenador se protegerán como obras literarias en virtud del Convenio de Berna. 

	De modo que todas las normas del Convenio de Berna aplicables a las obras literarias 

	se aplicarán a los programas de ordenador, por ejemplo, en orden al plazo de 

	protección y a las excepciones admitidas.


	La protección de los programas de ordenador como obras literarias[31] 

	significa que: i) deben ser protegidos por el derecho de autor; ii) debe descartarse 

	la aplicación de las disposiciones sobre otras clases de obras, como las de 

	artes aplicadas respecto de las cuales se puede establecer un plazo menor de 

	duración del derecho (veinticinco años contados desde la realización de tales 

	obras –art. 7, §4–) y su protección puede sujetarse a condición de reciprocidad 

	material –art. 2, §7–), y iii) los programas de ordenador se benefician automáticamente 

	de la misma protección de que gozan las obras literarias.


	1.9.4.4.2. Compilaciones de datos (art. 10, §2)


	Los Estados Miembros deberán proteger tanto a las compilaciones de datos 

	legibles por máquina (bases de datos almacenados electrónicamente) como en otra 

	forma (por ejemplo sobre papel), cuando “por razones de la selección y disposición 

	de sus contenidos, constituyan creaciones de carácter intelectual”. La norma 

	aclara que si bien esa protección “no abarcará los datos o materiales en sí 

	mismos, se entenderá sin perjuicio de cualquier derecho de autor que subsista 

	respecto de los datos o de los materiales considerados en sí mismos”.


	Esta disposición se basa en el texto del art. 2, §5 del Convenio de Berna, 

	pues establece el requisito de que constituyan creaciones de carácter intelectual 

	por la originalidad o individualidad en la selección y disposición de las materias, 

	pero es mucho más abarcativa pues, mientras éste se refiere a las colecciones 

	“de obras literarias y artísticas”, la norma del AADPIC protege también las 

	compilaciones originales de elementos no protegibles (datos u otros materiales), 

	dejando a salvo, además, “cualquier derecho de autor” que subsista respecto 

	de los datos o materiales considerados en sí mismos. Esta disposición responde 

	al propósito de dotar de una protección especial a un área particularmente sensible 

	por las importantes inversiones económicas que demandan la formación y el mantenimiento 

	de las bases de datos fácticos, suprimiendo la posibilidad de oponer cuestiones 

	de interpretación acerca de su tutela por el derecho de autor, sujeto al cumplimiento 

	del criterio general para la protección de las colecciones o compilaciones (que 

	sean originales “por la selección o disposición de las materias”). La tutela 

	se extiende a los datos o materiales en sí mismos, a fin de preservarlos contra 

	extracciones ilícitas, pero cuando respecto de ellos subsista “cualquier derecho 

	de autor”.


	Es decir que el requisito de que la colección o compilación constituya una creación intelectual en virtud de la selección o disposición 

	de los datos establecida en el art. 2, §5 del Convenio de Berna se mantiene 

	en el AADPIC, y por ello se le reconoce protección por el derecho de autor (aunque 

	si se trata de bases de datos fácticos estarán tuteladas en virtud del art. 

	2, §1 de Berna, y si son bases de datos integradas por obras protegidas, lo 

	estarán en virtud del art. 2, §5 del mismo Convenio). Pero si bien la norma 

	del AADPIC es más amplia que el art. 2, §5 del Convenio de Berna, sin embargo 

	no es tan amplia como la establecida en el Capítulo III (arts. 7 a 11) de la Directiva 96/9/CE de 11 de marzo de 1996 del Parlamento Europeo 

	y del Consejo de Ministros de la Unión Europea, sobre la protección jurídica 

	de las bases de datos[32], pues 

	en ésta se protegen en el Capítulo II por el derecho de autor las bases de datos 

	que son obras originales por la selección o disposición de su contenido (ya 

	sean de obras protegidas o de datos fácticos), y en el mencionado Capítulo III 

	por un derecho sui generis tanto de las bases de datos que son obras 

	como las que no lo son[33].

	Respecto a esto último, en el art. 7, §1 de la Directiva, y sin definir qué es “una parte sustancial”, se establece 

	que “Los Estados Miembros dispondrán que el fabricante de la base de datos pueda 

	prohibir la extracción de la totalidad o de una parte sustancial del contenido 

	de ésta, evaluada cualitativa o cuantitativamente, cuando la obtención, la verificación 

	o la presentación de dicho contenido representen una inversión sustancial desde 

	el punto de vista cuantitativo o cualitativo”.


	Se establecen excepciones al derecho sui generis (art. 9) y un plazo de protección de quince años después de que se haya dado por finalizado 

	el proceso de fabricación de la base de datos (art. 10); sin perjuicio de dicho 

	plazo, la Directiva dispone (art. 10, §3) que “Cualquier modificación sustancial, 

	evaluada de forma cuantitativa o cualitativa, del contenido de una base de datos 

	y, en particular, cualquier modificación sustancial que resulte de la acumulación 

	de adiciones, supresiones o cambios sucesivos que conduzcan a considerar que 

	se trata de una nueva inversión sustancial, evaluada desde el punto de vista 

	cuantitativo o cualitativo, permitirá atribuir a la base resultante de dicha 

	inversión un plazo de protección propio”.


	En el área latinoamericana, encontramos en la Ley Federal del Derecho de 

	Autor de México[34] una protección

	sui generis (aunque sin denominarla de este modo) de las bases de datos 

	que no sean originales: por una parte en el art. 107 de dicha ley se tutelan 

	por el derecho de autor y “como compilaciones” a “las bases de datos o de otros 

	materiales legibles por medio de máquinas o en otra forma, que por razones de 

	selección y disposición de su contenido constituyan creaciones intelectuales” 

	y, a continuación, en el art. 108, se dispone que “las bases de datos que no 

	sean originales quedan, sin embargo, protegidas en su uso exclusivo por quien 

	las haya elaborado, durante un lapso de cinco años”.


	1.9.4.4.3. Derechos de arrendamiento sobre los programas de ordenador 

	y las obras cinematográficas (art. 11)


	Los Estados Miembros deben conferir expresamente a los autores y a sus derechohabientes 

	un derecho exclusivo de alquiler comercial “al menos respecto de los programas 

	de ordenador y de las obras cinematográficas”. Como veremos más adelante, también 

	deben reconocer el derecho de arrendamiento de las grabaciones sonoras (vid. 

	infra, §1.9.5.4).


	La norma sobre el derecho de alquiler de los programas de ordenador y las 

	obras cinematográficas (art. 11) prevé dos excepciones, es decir, dos casos 

	en que los Estados no están obligados a conceder el derecho de alquiler comercial: 

	1) cuando el programa de ordenador no es en sí mismo el objeto esencial del 

	arrendamiento comercial (por ejemplo, cuando está incorporado a un dispositivo, 

	como en un juego electrónico), y 2) cuando el arrendamiento de la obra cinematográfica 

	no haya dado lugar a una realización muy extendida de copias “que menoscabe 

	en medida importante el derecho exclusivo de reproducción”.


	1.9.4.4.4. Duración de la protección (art. 12)


	En el art. 12 se dispone que:


	“Cuando la duración de la protección de una obra que no sea fotográfica o 

	de arte aplicado se calcule sobre una base distinta de la vida de una persona 

	física, esa duración será de no menos de cincuenta años contados desde el final 

	del año civil de la publicación autorizada o, a falta de tal publicación autorizada 

	dentro de un plazo de cincuenta años a partir de la realización de la obra, 

	de cincuenta años contados a partir del final del año civil de su realización”.


	Si se dejan de lado, como se hace en el art. 12 del AADPIC, las obras fotográficas 

	y las de arte aplicado, quedan sólo dos casos en los cuales, en el Convenio 

	de Berna, el plazo de protección “se debe” o “se puede” contar 

	no en relación con la vida del autor sino desde que la obra haya sido hecha 

	accesible al público con el consentimiento de éste: se debe respecto 

	de las obras anónimas y seudónimas (art. 7, §3) y se puede en el caso 

	de las obras cinematográficas (art. 7, §2)[35].


	Según la Oficina Internacional de la OMPI, en el caso de las obras cinematográficas, 

	cuando un Estado Miembro del Convenio de Berna haga uso de la facultad de calcular 

	la duración no a partir de la muerte del autor, sino a partir de la fecha en 

	que la obra cinematográfica haya sido hecha accesible al público o, en 

	su defecto, a partir de su realización, la duración mínima de la protección 

	será más larga en virtud del AADPIC que en virtud del Convenio de Berna; especialmente 

	en los casos en los que la primera vez que la obra haya sido lícitamente hecha 

	accesible al público no fuera a través de publicación sino en otra forma (por 

	ejemplo, representaciones o ejecuciones públicas). En tal caso la duración de 

	la protección de cincuenta años comienza a partir de ese momento en virtud del 

	Convenio de Berna, pero no en virtud del AADPIC; según este último, la duración 

	de la protección únicamente comienza con la posible publicación autorizada de 

	la obra y, por ello, también termina posteriormente. En otros casos –si bien 

	menos típicos– la duración mínima de protección será más larga en virtud del 

	Convenio de Berna que en virtud del AADPIC; especialmente, cuando ninguna publicación 

	autorizada tiene lugar dentro de un plazo de cincuenta años a partir del final 

	del año civil de la realización de la obra, pero la obra se pone a disposición 

	del público, con el consentimiento del autor, dentro de ese plazo en otra forma 

	(por ejemplo, representación o ejecución pública). En tal caso, la duración 

	de la protección de cincuenta años expiraría, en virtud del AADPIC, transcurridos 

	cincuenta años desde la realización de la obra mientras que, en virtud del Convenio 

	de Berna, expira tanto más tarde (hasta cincuenta años menos un día) como el 

	tiempo transcurrido desde la realización de la obra hasta su puesta a disposición 

	del público, con el consentimiento del autor, en una forma distinta de la publicación. 

	Lo mismo se aplica respecto de las obras anónimas y seudónimas[36].


	En el Convenio de Berna, de acuerdo al art. 3, §3, el concepto de publicación

	es restringido: sólo son “obras publicadas” las editadas con el consentimiento 

	de sus autores cualquiera sea el modo de fabricación de los ejemplares, siempre 

	que la cantidad de éstos puesta a disposición del público satisfaga razonablemente 

	sus necesidades, estimadas de acuerdo con la índole de la obra; no constituyen 

	publicación la representación de una obra dramática, dramático-musical o cinematográfica, 

	la ejecución de una obra musical, la recitación pública de una obra literaria, 

	la transmisión o radiodifusión de las obras literarias o artísticas, la exposición 

	de una obra de arte ni la construcción de una obra arquitectónica (la exigencia 

	del consentimiento del autor de la obra tiene por finalidad prevenir que la 

	publicación sea consecuencia de una reproducción ilícita y que de un proceder 

	ilícito resulten los efectos que se derivan del acto de publicación, en especial, 

	la determinación del país de origen de la obra).


	Sin embargo, la condición relativa al modo de fabricación de los ejemplares en el art. 3, §3 del Convenio de Berna es flexible: sólo 

	se requiere que la cantidad de ejemplares puesta a disposición del público satisfaga 

	razonablemente sus necesidades, estimadas de acuerdo con la índole de la obra; 

	de esta forma el concepto de publicación comprende a las obras cinematográficas 

	aunque los ejemplares no se pongan a la venta sino que se comuniquen al público 

	mediante la proyección o la teledifusión, a ciertas obras musicales (sinfonías, 

	conciertos) y dramático-musicales (óperas, operetas, zarzuelas, etcétera) de 

	cuyas partituras se editan pocos ejemplares y que las editoriales no venden 

	sino que alquilan a los empresarios o a los intérpretes.


	1.9.4.4.5. Limitaciones y excepciones (art. 13)


	Al respecto el AADPIC dispone que:


	“Los Miembros circunscribirán las limitaciones o excepciones impuestas a 

	los derechos exclusivos a determinados casos especiales que no atenten contra 

	la explotación normal de la obra ni causen un perjuicio injustificado a los 

	intereses legítimos del titular de los derechos”.


	De esta forma, las tres condiciones acumulativas a las que el art. 

	9, §2 del Convenio de Berna sujeta la posibilidad de que las legislaciones nacionales 

	establezcan limitaciones al derecho de reproducción consagrado en el art. 9, 

	§1 (que sean “en determinados casos especiales”, “que no atenten contra la explotación 

	normal de la obra”, “ni causen un perjuicio injustificado a los intereses legítimos 

	del titular de los derechos”), se extienden expresamente a todas las limitaciones 

	admitidas en el Convenio de Berna (comprendidas las que pueden ampararse en 

	la doctrina de las pequeñas reservas –o pequeñas limitaciones– 

	a que se refiere el Informe del Grupo Especial constituido en el asunto del 

	que se habla seguidamente).


	Sobre el particular, en el Asunto “Estados Unidos – Art. 110(5) de la ley de derecho de autor de los Estados Unidos” –primer procedimiento de solución de diferencias en materia de derecho de 

	autor sustanciado en la OMC en virtud del AADPIC (vid. infra, §1.12)– 

	el Grupo Especial consideró en su Informe (IGE) que “[...] ni la redacción expresa 

	ni el contexto del art. 13 ni ninguna otra disposición del Acuerdo sobre los 

	ADPIC confirma la interpretación de que el campo de aplicación del art. 13 se 

	limita a los derechos exclusivos recientemente establecidos con arreglo al Acuerdo 

	sobre los ADPIC”[37].


	El IGE analiza muy detalladamente las tres condiciones establecidas en el 

	art. 13 del AAPDIC, destacando que se aplican en forma acumulativa y cada 

	una de ellas es un requisito separado independiente que debe cumplirse. 

	“El hecho de no cumplir cualquiera de las tres condiciones tiene por resultado 

	que no puede hacerse efectiva una excepción prevista en el art. 13. Ambas partes 

	convienen en que las tres condiciones tienen carácter acumulativo. El Grupo 

	Especial comparte su punto de vista. Cabe observar, desde un comienzo, que el 

	art. 13 sólo puede tener una aplicación estricta o limitada. Su redacción, compatible 

	con las disposiciones del párrafo 2 del art. 9 del Convenio de Berna (1971), 

	revela que no tenía por objeto establecer excepciones o limitaciones que no 

	tuvieran un carácter limitado”[38].


	1.9.5. Protección de los derechos conexos (art. 14)


	Como se dijo, el AADPIC establece una regulación autónoma que sigue de cerca 

	a la Convención de Roma, pero sin hacer remisión a ésta, excepto en orden a 

	las “condiciones, limitaciones, excepciones y reservas” permitidas (§6) –y en 

	la ya comentada del art. 3, §1 respecto de los puntos de vinculación–. Pero 

	una diferencia básica con la Convención de Roma reside en la omisión de una 

	norma similar al art. 12 de ésta que prevé una remuneración equitativa por las 

	utilizaciones secundarias de las grabaciones sonoras, pese a que esta disposición 

	es considerada como la más importante y su punto focal[39], 

	lo cual se explica si se tiene en cuenta que también ha sido un motivo principal 

	de que los Estados Unidos de América no hayan adherido a ella.


	La protección de los derechos conexos prevista en virtud del AADPIC es, pues, 

	en varios aspectos más restringida que la reconocida por la Convención de Roma, 

	pero, como bien ha hecho notar Villalba[40], 

	será mucho más extendida porque se aplicará en un ámbito geográfico notablemente 

	mayor (todos los países Miembros de la OMC) de aquel en que rige la Convención 

	de Roma (76 países al 15 de octubre de 2003).


	1.9.5.1. Derechos de los artistas intérpretes o ejecutantes (art. 14, 

	§1)


	Al igual que en la Convención de Roma, sólo se prevén derechos de carácter 

	patrimonial y no se les reconoce a los artistas un derecho exclusivo de autorizar 

	o prohibir sino “la facultad de impedir” que se realicen ciertos actos cuando 

	no hubieran dado su consentimiento.


	El art. 14, §1 obliga a tutelar al artista tanto cuando las actuaciones “en 

	vivo” son fijadas sin su consentimiento en un fonograma o cuando estas fijaciones 

	se reproducen sin su autorización[41], 

	como en aquellos casos en que, también sin su consentimiento, una interpretación 

	o ejecución directa (una representación teatral, un recital, etcétera) 

	es comunicada al público por medio de una radiodifusión primaria o emisión (no 

	por una retransmisión), una transmisión inicial por cable, altavoces u otro 

	procedimiento de hacer perceptible esa interpretación o ejecución a un público 

	diferente de aquel al que estaba destinada.


	1.9.5.2. Derechos de los productores de fonogramas (art. 14, §2)


	En virtud del AADPIC, los productores de fonogramas tendrán un derecho exclusivo 

	de autorizar o prohibir la reproducción directa o indirecta de sus fonogramas. 

	Esta norma, calcada del art. 10 de la Convención de Roma, comprende tanto la 

	reproducción directa a partir de la matriz, como la indirecta a partir de un 

	disco o cinta reproducido por medio de un aparato adecuado o tomado de una radiodifusión, 

	de una transmisión por hilo o cable, etcétera.


	También quedan comprendidas tanto la reproducción completa del fonograma 

	como la parcial, es decir, de una o varias de las obras cuyas interpretaciones 

	o ejecuciones se encuentran grabadas en el fonograma.


	1.9.5.3. Derechos de los organismos de radiodifusión (art. 14, §3)


	La primera parte del §3 del art. 14 del AADPIC es –según un documento de 

	la OMPI– susceptible de dos lecturas[42]. 

	De acuerdo a una de ellas, los organismos de radiodifusión (expresión que comprende 

	las empresas de radio y las de televisión) tendrán un derecho de prohibir, de 

	la misma naturaleza que “la facultad de impedir” (reconocida a los artistas 

	en el §1 del mismo art.), determinados actos en relación con sus emisiones cuando 

	se emprendan sin su autorización, a saber: la fijación, la reproducción de las 

	fijaciones y la retransmisión por medios inalámbricos de las emisiones, así 

	como la comunicación al público de las emisiones de televisión (no las de radio). 

	Y partiendo de esta interpretación se concluye que el Acuerdo se aparta de la 

	Convención de Roma que reconoce a dichos organismos un “derecho exclusivo de 

	autorizar o prohibir” similar al que se concede a los productores de fonogramas.


	Sin embargo, hay otra lectura de dicha parte, basada en la utilización del término “derecho” (no el de “facultad”) y en la opción 

	que permite adopte el legislador nacional en el segundo inciso de la comentada 

	disposición, que entiende reconocido al organismo de radiodifusión un derecho 

	de autorizar o prohibir la realización de esos actos de la misma naturaleza 

	y, probablemente (en cuanto al acto de comunicación de las emisiones de televisión), 

	de una mayor extensión que el otorgado en dicha Convención.


	En efecto, como ha sido indicado en el párrafo anterior, los Estados no están 

	obligados a conceder específicamente estos derechos a los organismos de radiodifusión; 

	pero si no lo hacen, el Acuerdo (art. y parágrafo citados, inciso segundo) les 

	obliga a dar “a los titulares de los derechos de autor sobre la materia objeto 

	de las emisiones la posibilidad de impedir los actos antes mencionados, a reserva 

	de lo dispuesto en el Convenio de Berna (1971)”. La frase puesta entre comillas 

	suscita tres preguntas: ¿quiénes son los titulares de los derechos de autor 

	sobre la materia objeto de las emisiones a los que hay que otorgar la posibilidad 

	que menciona? ¿A qué clase de poder jurídico se refiere con la expresión “posibilidad 

	de impedir”? ¿Qué disposiciones del Convenio de Berna están concernidas por 

	la aludida reserva?


	Como es lógico, los titulares señalados no pueden ser otros que los organismos 

	de radiodifusión respecto de los cuales la legislación del Estado de que se 

	trate permita comprender en su noción de “obra” y, en consecuencia, cubrir con 

	los correspondientes “derechos de autor” sus programas (materia de las emisiones) 

	o, incluso, sus propias emisiones –si la legislación no lo permite, ese Estado 

	no podrá realizar esta opción–. La expresión “posibilidad de impedir”, aunque 

	parezca estar más cerca de una “facultad de impedir” que de un “derecho exclusivo”, 

	en atención al contexto en el que se sitúa ese poder jurídico (las disposiciones 

	del Convenio de Berna), sólo es inteligible como un derecho de autorizar o prohibir, 

	ya que, dentro de ese marco convencional, no hay otra forma de poner en manos 

	del titular del derecho de autor la posibilidad de impedir un acto de explotación 

	de su obra que la de reconocerle un derecho de esa clase. Y en cuanto a la mencionada 

	reserva, se refiere a la posibilidad (admitida por el Convenio de Berna en el 

	art. 11 bis, §2) de que los Estados establezcan en sus legislaciones nacionales 

	licencias no voluntarias para radiodifusión (por ejemplo, Estados Unidos de 

	América, art. 110(5)[43]; Luxemburgo, 

	art. 24, Países Bajos, art. 17, a), 1er. párr.) y para distribución por cable 

	de programas radiodifundidos (por ejemplo, Austria, Dinamarca, Estados Unidos 

	de América –sólo en relación con ciertos programas y para la radiodifusión no 

	comercial–, Países Bajos, Reino Unido).


	1.9.5.4. Derecho de arrendamiento sobre las grabaciones sonoras (art. 14, §4)


	El Acuerdo establece que los Estados Miembros conferirán un derecho de alquiler 

	comercial sobre las grabaciones sonoras. Según el art. 14, §4, las disposiciones 

	del art. 11 relativas al alquiler comercial de los programas de ordenador se 

	aplicarán mutatis mutandis en beneficio de los productores de fonogramas 

	y de todos los demás titulares de derechos sobre los fonogramas según determine 

	la ley nacional. Pero, si al 15 de abril de 1994 (fecha de la Reunión Ministerial 

	de conclusión de la Ronda Uruguay en la que se adoptó el Acuerdo de la OMC) 

	un Estado Miembro tenía vigente un sistema de remuneración equitativa por el 

	alquiler de fonogramas (por ejemplo, Japón), lo podrá mantener “siempre que 

	el arrendamiento comercial de los fonogramas no esté produciendo menoscabo importante 

	de los derechos exclusivos de reproducción de los titulares”.


	1.9.5.5. Duración de la protección (art. 14, §5)


	El AADPIC también se aparta de la Convención de Roma en orden a la duración 

	de la protección de los derechos de los artistas intérpretes o ejecutantes y 

	de los productores de fonogramas, la cual, de acuerdo a la tendencia actual, 

	es mayor que la prevista en la Convención de Roma, pues el Acuerdo sobre los 

	ADPIC prevé como mínimo cincuenta años contados a partir del final del año

	en que se haya realizado la fijación o haya tenido lugar la interpretación 

	o ejecución, mientras que para los organismos de radiodifusión será la misma 

	que en la Convención de Roma, es decir, como mínimo veinte años contados a partir 

	del final del año en que haya tenido lugar la radiodifusión.


	1.9.5.6. Condiciones, limitaciones, excepciones y reservas (art. 14, §6)


	En relación con los derechos conferidos en los párrafos 1, 2 y 3 del art. 14 a los artistas intérpretes o ejecutantes, los productores 

	de fonogramas y los organismos de radiodifusión, el AADPIC dispone en el párrafo 

	6 del mismo art. 14 que:


	“Todo Miembro podrá establecer condiciones, limitaciones, excepciones y reservas 

	en la medida permitida por la Convención de Roma. No obstante, las disposiciones 

	del art. 18 del Convenio de Berna (1971) también se aplicarán mutatis mutandis

	a los derechos que sobre los fonogramas corresponden a los artistas intérpretes 

	o ejecutantes y los productores de fonogramas”.


	El mencionado art. 18 del Convenio de Berna se refiere a los efectos de éste 

	con respecto a las obras existentes en el momento de su entrada en vigor en 

	un determinado país: en el §1 se establece como principio general que cuando 

	una obra, por expiración de los plazos de protección, ha pasado al dominio público 

	en su país de origen, no debe ser protegida en los demás; como corolario, en 

	el §2 se dispone que cuando la obra aún está protegida en su país de origen, 

	pero ya no lo está en el país donde se reclama la protección, esta obra no vuelve 

	al dominio privado en este último pese a que si se aplicara el plazo mínimo 

	establecido en el Convenio de Berna, dicha obra aún estaría protegida. La aplicación 

	del principio general (§1) y de su corolario (§2), tendrá lugar de conformidad 

	con las estipulaciones contenidas en los Convenios bilaterales existentes o 

	que se establezcan entre países Miembros del Convenio de Berna y, en defecto 

	de tales estipulaciones, los países se encuentran en libertad de regular “cada 

	uno en lo que le concierne, las modalidades relativas a su aplicación” (§3).


	1.10. Las disposiciones sobre observancia de los derechos


	Ocupan la parte III[44], 

	son muy detalladas y su objetivo es dotar de efectividad a los derechos que 

	deben conceder los Estados Miembros de la OMC.


	1.10.1. Obligaciones generales (art. 41)


	Los Estados Miembros deben poner a disposición de los titulares procedimientos 

	que permitan la adopción de medidas eficaces contra cualquier acción infractora 

	de los derechos reconocidos en el AADPIC, con inclusión de recursos ágiles para 

	prevenir infracciones y de recursos que constituyan un medio eficaz de disuasión 

	de nuevas infracciones. Estos procedimientos se aplicarán de forma que se evite 

	la creación de obstáculos al comercio legítimo y se deberán prever salvaguardias 

	contra su abuso (§1). Los procedimientos serán justos y equitativos; no serán 

	innecesariamente complicados o gravosos, ni comportarán plazos injustificados 

	o retrasos indebidos (§2). También se establecen obligaciones sobre la forma 

	y requisitos que deberán llenar las Decisiones sobre el fondo de un caso, sobre 

	la oportunidad que deberá darse a las partes de una revisión de las Decisiones 

	administrativas finales por una autoridad judicial, etcétera (§3 y 4).


	1.10.2. Procedimientos y recursos civiles y administrativos (arts. 42 

	a 49)


	El Acuerdo prevé varias normas referidas a la obligación de los Miembros 

	de poner a disposición de los titulares de derechos de propiedad intelectual 

	procedimientos judiciales civiles justos y equitativos, con especial referencia 

	a las garantías procesales que deberán contener (art. 42), a las pruebas (art. 

	43), a los mandamientos judiciales ordenando a una parte que desista de una 

	infracción, entre otras cosas, para impedir que los productos importados que 

	infrinjan un derecho de propiedad intelectual entren en los circuitos comerciales 

	de su jurisdicción, inmediatamente después del despacho de aduana (art. 44).


	Es importante la disposición referida a la reparación de daños. Las autoridades 

	judiciales estarán facultadas para ordenar que se pague al titular del derecho: 

	1) un resarcimiento adecuado para compensar el daño que le haya causado un infractor 

	que sabía o tenía motivos razonables para saber que desarrollaba una actividad 

	infractora, y 2) los gastos del titular del derecho, que pueden incluir los 

	honorarios de los abogados que sean procedentes. Y aun cuando el infractor no 

	supiera o no tuviera motivos razonables para saber que desarrollaba una actividad 

	infractora, igualmente se podrá ordenar la reparación por concepto de beneficios 

	y/o resarcimiento por daños reconocidos previamente, cuando ello resultara procedente 

	(art. 45).


	Como medio eficaz de disuasión de las infracciones, las autoridades judiciales 

	podrán ordenar que las mercancías en infracción sean retiradas de los circuitos 

	comerciales sin indemnización alguna, de forma que se evite causar daños al 

	titular del derecho, o que sean destruidas, siempre que ello no contraríe garantías 

	constitucionales. Las autoridades judiciales también estarán facultadas para 

	ordenar que los materiales y equipos que se hayan utilizado predominantemente 

	para fabricar los productos en infracción sean retirados de los circuitos comerciales 

	sin indemnización alguna de modo de reducir al mínimo los riesgos de nuevas 

	infracciones (art. 46).


	Se prevé un “derecho de información”: las autoridades judiciales podrán ordenar 

	que el infractor informe al titular del derecho sobre la identidad de los terceros 

	que hayan participado en la producción y distribución de los bienes o servicios 

	infractores, y sobre sus circuitos de distribución, salvo que ello resulte desproporcionado 

	con la gravedad de la infracción (art. 47).


	También se incluyen disposiciones especiales sobre indemnización al demandado 

	en caso de que se hayan adoptado medidas a instancias de una parte que haya 

	abusado del procedimiento de observancia de los derechos (art. 48).


	1.10.3. Medidas provisionales (art. 50)


	También se prevé la adopción de medidas provisionales (cautelares) rápidas 

	y eficaces tanto para evitar que se produzca la infracción –en particular, para 

	evitar que las mercancías ingresen en los circuitos comerciales inmediatamente 

	después del despacho de aduana– como para preservar las pruebas pertinentes 

	relacionadas con la presunta infracción. Estas medidas podrán ser decretadas 

	sin haber oído a la otra parte (inaudita altera parte).


	1.10.4. Medidas en frontera (arts. 51 a 60)


	La Sección 4 se dedica a regular las medidas en frontera. Los Estados Miembros 

	deberán adoptar procedimientos para que el titular de un derecho de propiedad 

	intelectual, que tenga motivos válidos para sospechar que se prepara la importación 

	de mercancías falsificadas o pirata, pueda solicitar a las autoridades aduaneras 

	que suspendan su despacho a plaza durante un cierto plazo (no superior a diez 

	días hábiles –que podrá ser prorrogado por otro plazo igual–) a fin de que se 

	inicie la acción principal conducente a una decisión sobre el fondo de la cuestión. 

	El Acuerdo reglamenta los requisitos especiales a que se sujetarán dichas medidas, 

	que en ciertas condiciones podrán ser adoptadas de oficio. Los Estados Miembros 

	no tendrán obligación de aplicar estos procedimientos a las importaciones de 

	mercancías puestas en el mercado en otro país por el titular del derecho o con 

	su consentimiento (es decir a las “importaciones paralelas”), ni tampoco a las 

	mercancías en tránsito ni a las importaciones insignificantes, a las que se 

	define como “pequeñas cantidades de mercancías que no tengan carácter comercial 

	y formen parte del equipaje personal de los viajeros o se envíen en pequeñas 

	partidas” (art. 60).


	1.10.5. Sanciones penales (art. 61)


	El Acuerdo prevé la obligación de los Estados Miembros de establecer procedimientos 

	y sanciones penales, al menos para los casos de falsificación dolosa de marcas 

	y de “piratería lesiva del derecho de autor” a escala comercial. Los recursos 

	deberán incluir la pena de prisión y/o la imposición de sanciones pecuniarias 

	suficientemente disuasorias que sean coherentes con el nivel de las sanciones 

	aplicadas por delitos de gravedad correspondiente[45].


	También se preverán procedimientos y sanciones penales en otros casos de 

	infracción de los derechos de propiedad intelectual, en particular cuando se 

	cometan con dolo y a escala comercial[46].


	1.11. Prevención y solución de diferencias


	Una de las más importantes novedades que aporta el AADPIC es, como se dijo, 

	la aplicación en el área de los derechos intelectuales del sistema de solución 

	de diferencias de la Organización Mundial del Comercio (OMC), bien conocido 

	por los Estados en el campo de las cuestiones tradicionalmente inherentes al 

	GATT –General Agreement on Tariffs and Trade–.


	El sistema de solución de diferencias de la OMC es considerado como un elemento 

	esencial para aportar seguridad y previsibilidad al comercio multilateral. En 

	el Entendimiento sobre Solución de Diferencias (ESD) los Miembros reconocen 

	que este sistema sirve para preservar sus derechos y obligaciones en el marco 

	de los Acuerdos abarcados por aquél –entre los que se encuentra el AADPIC– y 

	para aclarar las disposiciones vigentes de dichos Acuerdos de conformidad con 

	las normas usuales de interpretación del Derecho internacional público, porque 

	para el funcionamiento eficaz de la OMC y para el mantenimiento de un equilibrio 

	adecuado entre los derechos y las obligaciones de los Miembros es esencial la 

	pronta solución de las situaciones en las cuales uno de ellos considere que 

	cualesquiera ventajas resultantes para él directa o indirectamente de los Acuerdos 

	abarcados se hallan menoscabados por medidas adoptadas por otro Miembro (arts. 

	3, §2 y 3, §3).


	1.11.1. Prevención de diferencias (art. 63)


	Las disposiciones sobre prevención de diferencias se refieren a la transparencia 

	de los actos relativos a la aplicación del AADPIC. Al respecto, en el art. 63 

	se estipula que los Estados Miembros deberán publicar las leyes, reglamentos, 

	decisiones judiciales definitivas y resoluciones administrativas de aplicación 

	general referentes a la materia o, cuando tal publicación no sea viable, 

	los pondrán a disposición del público, en un idioma del país, de forma de permitir 

	a los gobiernos y a los titulares de los derechos tomar conocimiento de ellos.


	Los Estados Miembros notificarán dichas leyes y reglamentos al Consejo de 

	los ADPIC para ayudarlo en su examen de la aplicación del Acuerdo, aunque el 

	Consejo intentará eximirlos de esta obligación mediante el establecimiento con 

	la OMPI de un registro común (§2).


	El primer objetivo del mecanismo de solución de diferencias será, en general, 

	conseguir la supresión de las medidas de que se trate –leyes, reglamentos, decisiones 

	judiciales y resoluciones administrativas de aplicación general hechas efectivas 

	por un Miembro–, si se constata que éstas son incompatibles con las disposiciones 

	del Acuerdo abarcado por el ESD.


	Con respecto a los derechos de propiedad intelectual, el AADPIC establece disposiciones sobre prevención de diferencias que 

	se refieren a la transparencia de los actos relativos a su aplicación. 

	Al respecto, en el art. 63 de dicho Acuerdo se estipula que los Miembros deberán 

	publicar las leyes, reglamentos, decisiones judiciales definitivas y resoluciones 

	administrativas de aplicación general referentes a la materia, al igual que 

	los acuerdos bilaterales. Cuando tal publicación no sea viable, los pondrán 

	a disposición del público, en un idioma del país, de forma de permitir a los 

	gobiernos y a los titulares de los derechos tomar conocimiento de ellos. Los 

	Miembros se obligan a notificar dichas leyes y reglamentos al Consejo de los 

	ADPIC para ayudarlo en su examen de la aplicación del Acuerdo, aunque el Consejo 

	intentará eximirlos de esta obligación mediante el establecimiento de un registro 

	común con la OMPI.


	Con esta finalidad, la OMPI y la OMC concertaron en Ginebra, el 22 de diciembre 

	de 1995, un Acuerdo de cooperación que entró en vigor el primero de enero de 

	1996, en virtud del cual, previa petición, la Oficina Internacional de la OMPI 

	proporcionará a los Miembros de la OMC y a los nacionales de éstos, copias de 

	leyes y reglamentos y copias de sus traducciones, que existen en su colección, 

	en los mismos términos que sean aplicables a los Estados Miembros de la OMPI 

	y a los nacionales de éstos. En relación con los países en desarrollo se dispone 

	que cuando esos países sean Miembros de la OMC pero no de la OMPI, la Oficina 

	Internacional pondrá a su disposición la misma asistencia jurídica en relación 

	con el AADPIC que pone a disposición de los Estados Miembros de la OMPI que 

	son países en desarrollo, y viceversa.


	El art. 63, §3 del AADPIC establece que cada Miembro estará dispuesto a facilitar 

	información sobre las medidas mencionadas que le solicite por escrito otro Miembro. 

	Cuando un Miembro tenga razones para creer que una decisión judicial, resolución 

	administrativa o acuerdo bilateral concretos en la esfera de los derechos de 

	propiedad intelectual afecta a los derechos que le corresponden a tenor de dicho 

	Acuerdo, podrá solicitar por escrito que se le dé acceso a la decisión judicial, 

	resolución administrativa o acuerdo bilateral en cuestión o que se le informe 

	con suficiente detalle acerca de ellos.


	1.11.2. Solución de diferencias (art. 64, §1)


	Para las consultas y la solución de las diferencias que surjan en el ámbito 

	del Acuerdo el art. 64, §1 dispone que, salvo disposición en contrario, serán 

	de aplicación las disposiciones de los arts. XXII y XXIII del GATT de 1994, 

	desarrolladas y aplicadas por el Entendimiento sobre las Normas y Procedimientos 

	por los que se rige la Solución de Diferencias, del que se habla seguidamente.


	1.11.3. El Entendimiento sobre Solución de Diferencias (ESD)


	El ESD constituye el Anexo 2 del Acuerdo de la OMC. Según el art. 64, §1 

	del AADPIC, para las consultas y la solución de las diferencias que surjan en 

	su ámbito, salvo disposición en contrario, serán de aplicación las disposiciones 

	de los arts. XXII y XXIII del GATT de 1994, desarrolladas y aplicadas por el 

	Entendimiento sobre las Normas y Procedimientos por los que se rige la Solución 

	de Diferencias.


	1.11.3.1. El Órgano de Solución de Diferencias (OSD)


	El ESD establece un Órgano de Solución de Diferencias (OSD) que está integrado

	por todos los Miembros de la OMC. Actúa bajo la dirección de un Presidente 

	y tiene la facultad de establecer grupos especiales, adoptar los informes de 

	éstos y del Órgano de Apelación, vigilar la aplicación de las resoluciones y 

	recomendaciones y autorizar la suspensión de concesiones y otras obligaciones. 

	Debe informar a los Consejos y Comités de la OMC –entre los que se encuentra 

	el Consejo de los ADPIC– sobre la evolución de las diferencias.


	1.11.3.1.1. El procedimiento


	En el ESD se reglamenta el procedimiento a seguir en caso de diferencias 

	entre los países Miembros de la OMC. Las solicitudes de conciliación y el recurso 

	al procedimiento de solicitud de diferencias no deberán estar concebidos ni 

	ser considerados como actos contenciosos; si surge una diferencia, los Miembros 

	entablarán este procedimiento de buena fe y esforzándose por resolverla (art. 

	3, §10).


	No se trata de un juicio ante un tribunal internacional sino que se busca 

	un consenso negociado.


	a. La solicitud de conciliación


	En primer lugar, entre las partes en una diferencia se intentarán la consulta

	(art. 4) y los buenos oficios, la conciliación y la mediación

	(art. 5) durante un plazo de sesenta días.


	Toda solicitud de celebración de consultas se presentará por escrito y en 

	ella figurarán las razones en que se base, con indicación de las medidas en 

	litigio y de los fundamentos jurídicos de la reclamación. El Miembro al que 

	haya sido dirigida la solicitud la responderá en un plazo de diez días (salvo 

	que las partes acuerden uno distinto) y entablará consultas de buena fe dentro 

	de un plazo de no más de treinta días con miras a llegar a una solución mutuamente 

	satisfactoria. Si no responde o no entabla consultas en los plazos indicados, 

	el Miembro que haya solicitado la celebración de la consulta podrá proceder 

	directamente a solicitar el establecimiento de un grupo especial (art. 4, §§3 

	y 4).


	Las consultas serán confidenciales y no prejuzgarán los derechos de ningún 

	Miembro en otras posibles diligencias. En cualquier momento, cualquier parte 

	en una diferencia podrá solicitar los buenos oficios, la conciliación o la mediación. 

	También el Director General, actuando de oficio, podrá ofrecer sus buenos oficios, 

	conciliación o mediación para ayudar a los Miembros a resolver la diferencia.


	b. La demanda de un grupo especial


	Si con estos procedimientos no se soluciona la diferencia, en el plazo indicado 

	de sesenta días, la parte reclamante puede solicitar al OSD que establezca un 

	grupo especial (o panel).


	La demanda de un grupo especial se formulará por escrito, con indicación 

	de si se han celebrado consultas, precisando las medidas concretas en litigio 

	y con una breve exposición de los fundamentos jurídicos de la reclamación. Cuando 

	el reclamante pida un grupo especial con mandato distinto del mandato tipo, 

	en la demanda figurará el texto propuesto del mandato especial.


	El mandato tipo de los grupos especiales, salvo que las partes acuerden otra 

	cosa, establecido en el ESD (art. 7, §1) es un poco impreciso: “Examinar, a 

	la luz de las disposiciones pertinentes (del acuerdo o acuerdos abarcados que 

	hayan invocado las partes en la diferencia) el asunto sometido al OSD por (nombre 

	de la parte) en el documento [...] y formular las conclusiones que ayuden al 

	OSD a hacer las recomendaciones o dictar las resoluciones previstas en dicho 

	acuerdo (o acuerdos)”.


	El OSD podrá autorizar a su Presidente a redactar el mandato del grupo especial, 

	en consulta con las partes, el que será distribuido a todos los Miembros del 

	OSD (art. 7, §3).


	El grupo especial se establecerá, a más tardar, en la reunión del OSD siguiente 

	a aquella en la que la demanda haya figurado por primera vez como punto del 

	orden del día, a menos que en esa reunión el OSD decida por consenso no establecer 

	un grupo especial (art. 6, §1). De modo que resulta prácticamente imposible 

	bloquear el establecimiento de un grupo especial (sobre el consenso en el OSD,

	vid. infra, §h).


	c. La composición de los grupos especiales


	Los grupos especiales estarán formados por tres integrantes muy competentes, 

	funcionarios gubernamentales o no, que anteriormente hayan integrado un grupo 

	especial o hayan actuado como representantes ante el GATT o hayan realizado 

	una actividad docente o publicado trabajos sobre derecho o política comercial 

	internacional. Dentro de los diez días siguientes al establecimiento del grupo 

	especial, las partes en la diferencia pueden convenir que los integrantes sean 

	cinco.


	Para facilitar la elección de los integrantes de los grupos especiales, la 

	Secretaría de la OMC mantendrá una lista indicativa de personalidades, con la 

	conformidad de la OMC y del OSD. Para garantizar la independencia de los miembros 

	de los grupos especiales se utilizan diversas vías: su formación suficientemente 

	variada y vasta experiencia; su diferente origen y extracción; su actuación 

	a título personal y no en calidad de representantes de un gobierno o de una 

	organización debiendo éstos abstenerse de darles instrucciones y de ejercer 

	sobre ellos cualquier clase de influencia (lo cual puede tener un efecto más 

	teórico que práctico porque a los funcionarios les resulta bastante difícil 

	sustraerse a esas presiones) y porque, salvo acuerdo en contrario, los nacionales 

	de los Miembros que sean parte en la diferencia no podrán ser integrantes del 

	grupo especial, lo cual es una novedad considerable para asegurar la imparcialidad 

	de las decisiones.


	El grupo especial debe quedar constituido en un lapso no mayor de treinta 

	días. Si las partes no llegan a un acuerdo en el plazo de veinte días a partir 

	de la fecha del establecimiento del grupo especial, a petición de cualesquiera 

	de ellas, el Director General, dentro del término de diez días, podrá designar 

	a los tres integrantes, en consulta con el Presidente del OSD y con el Presidente 

	del Consejo o Comité correspondiente.


	Los gastos que demanden los grupos especiales serán sufragados con cargo 

	al presupuesto de la OMC.


	En caso de pluralidad de partes reclamantes se establecerá un único grupo 

	especial para examinar todas las reclamaciones. Si se establece más de un grupo 

	especial, en la medida en que sea posible, las mismas personalidades actuarán 

	en los distintos grupos (art. 9, §§1 y 3).


	d. La función de los grupos especiales


	La función del grupo especial será hacer una evaluación objetiva del asunto 

	que se le haya sometido, de los hechos de la causa, de la aplicabilidad del 

	AADPIC y de si la medida motivo de la diferencia es compatible con éste y formular 

	otras conclusiones que ayuden al OSD a hacer recomendaciones o a dictar las 

	resoluciones de conformidad con dicho Acuerdo. Deberán consultar regularmente 

	a las partes en la diferencia y darles oportunidad adecuada de llegar a una 

	solución mutuamente satisfactoria (art. 11).


	e. Los plazos y las investigaciones


	Se fijará un calendario de trabajo tomando en cuenta, cuando hubiere lugar, 

	los casos de urgencia y se establecerá el plazo dentro del cual las partes depositarán 

	en poder de la Secretaría sus comunicaciones escritas para su traslado inmediato 

	al grupo especial y a la contraparte en la diferencia (art. 12, §§3 a 6).


	En los casos en que las partes en la diferencia no hayan podido llegar a 

	una solución mutuamente satisfactoria, el grupo especial presentará sus conclusiones 

	y efectuará recomendaciones. Cuando se haya llegado a un arreglo, el informe 

	se limitará a indicarlo.


	Entre el establecimiento del grupo especial y la distribución del informe 

	a los Miembros no deberán pasar más de nueve meses. Sin embargo, a instancia 

	de la parte reclamante, el grupo especial podrá suspender sus trabajos por un 

	período que no exceda de doce meses (art. 12, §§9 y 12).


	Los grupos especiales pueden recabar información y asesoramiento técnico 

	de cualquier persona o entidad que estimen conveniente, pero si ésta se encuentra 

	sometida a la jurisdicción de un Miembro, antes de hacerlo deberán notificarlo 

	a las autoridades de éste; la información confidencial no será revelada sin 

	la autorización formal de quien la haya suministrado. También pueden solicitar 

	a un grupo consultivo de expertos que emita un informe por escrito; en el Apéndice 

	4 figuran las normas sobre estos grupos (art. 13).


	Las deliberaciones del grupo especial serán confidenciales y los informes 

	se redactarán sin la presencia de las partes en la diferencia y las opiniones 

	que se expresen en el informe serán anónimas (art. 14, §§1 a 3).


	f. La etapa intermedia de reexamen y la final


	Luego de considerar los escritos de contestación y las alegaciones orales 

	de las partes en la diferencia, el grupo especial les dará traslado de su proyecto 

	de informe para que presenten sus observaciones por escrito. Una vez finalizado 

	el plazo al efecto, el grupo especial dará traslado a las partes de un informe 

	provisional (“intermedio”) conteniendo tanto los capítulos expositivos como 

	sus constataciones y conclusiones. Cualquiera de las partes podrá solicitar 

	al grupo especial que celebre una nueva reunión para reexaminar aspectos concretos 

	del informe provisional sobre los que haya formulado observaciones escritas. 

	De no existir estas observaciones, el informe se considerará definitivo y se 

	distribuirá a los Miembros (art. 15, §§1 y 2).
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